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Sección Tercera

EXCMOS.  SRES. :
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Don Eugenio Dlaz Eimil.
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sOBRsf Auto de la Sección

segun{ta de Ia Audiencia Provin-

cial ld" Murcia en recurso de

apelagión contra el- dict,ado Por
I

eI Ju¡eado de fnstrucción núm.

3 de rMolina de Segura, por un

posible defito de daños Y otro

contra Ia  sa lud públ ica.

0 046L7L2

GISTRO:  486/L992.

Recurso de amparo pro-

por don José PaLazón

La Sección ha examinado eI recurso de amparo

interpuesto por don José Palazón Gomariz.

I.  ANTECEDENTES

1. Doña Teresa Castro Rodríguez, Procuradora de

los TribunaLes en nombre y represent,ación de don José Pa1azón

Gomariz, mediante escrito que tuvo entrada en est,e Tribunal el

26 de febrero de L992, int,erpone recurso de amparo contra e1

Auto de L0 de diciembre de L99L, de la Sección Segunda de Ia

Audiencia Provincj.al de Murcia, gü€, con desestimación del re-

curso de apelación interpuesto contra Ias resoluciones del

,fuzgado de Instrucción núm. 3 de Molina de Segura, confirmó eI

sobreseimient,o l ibre y archivo de las di l igencias previas núm.

763/L99L eeguidas por  de l i to  de daños.

2. EI recurso t iene su or igen en los s iguient 'es
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antecedentes de hecho:

A) El demandante interpueo denuncia conLra loe

miembros de Ia Guardia Civil que participaron en una dil igencia

de ent,rada y registro, practicada previo mandamiento judicial,

en eI domicil io y en un camión frigorff ico de su propiedad, a

quienes imputaba 1a comisión de un delit,o de daños por 1a manj--

pulación inadecuada de la mercancla (pescado) que 6e encontraba

dentro del camión.

La denuncia dio lugar a Ia incoación de dil igencias

previas cuyo conocimient,o correspondió inicialmente aI Juzgado

de Instrucción nr1m. 3 de Molina de Segura, eI cual se abetuvo

posteriormente del mismo a1 haber sido tanbién instructor de

Ias dil igenciao que dieron lugar a1 registro de la mercancfa

dañada. Por est,e motivor s€ inhibió a favor del Juzgado de

Inst,rucción núm. 2 de dicha ciudad, quien incoó las dil igencias

previas nr1m. 7 63 / L99L .

B) Tras unirse a Ias actuaciones un acta de Ia

inspección sanitaria del pescado perjudicado, y un informe del

oficial habil itado en funciones de Secretario en la dil igencia

de registro, el- recurrente, tras personarse en Las actuaciones,

solicitó la práctica de dist,intas dil igencias, de las que eI

instructor accedió a La práct ica de tres de el las (acta

not,arial aportada por e1 actor, actuaciones judiciales sobre la

entrada y registro autorizado, y documentos tales como Ia decla

ración previa de Ia inportación del pescado y sanitarias de1

mismo), denegando las restantes en tanto no constase el

resul-Lado de las anteriores, en cuyo moment,o se acordarfa sobre

su procedencia.

C) Incorporada Ia prueba admitida, el Juzgado, me-

diant,e Auto de 9 de octubre de 199L, dispuso eI sobreseimiento

libre y archivo de las actuaciones por considerar que los he-

chos denunciados no eran constit,utivos de deLito. Un nuevo

Auto de 4 de noviembre de 199L, desestimó el recurao de reforma
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interpuesto contra eI archivo y señaLó que no se practicaron el

resto de las pruebas propuestas porque de las incorporadas se

deducfa l-a inexist,encia del del i to -el registro se pract, icó con

autor izac ión jud ic ia l ,  Ia  fuerza actuante ut i l izó monos

asépticos, y la inspección sanitaria, realj-zada doce horas des-

pués det regist,ro, reveló una temperatura adecuada en eI camión

y 1a aptitud para el consumo del pescado-. Asf mismo, rechazÓ

la indefensión denunciada pues quedaban abiertos aI recurrente

los medios de impugnación correspondientes.

D) Contra la resolución ant,erior, €1 actor formuló

recurao de apelación que resultó desestimado igualmente por la

Audiencia ProvinciaL en su Auto de 10 de dicienbre de 199L. En

é!, tras aceptar la valoración del instructor, se señalaba que

"en todo casor s€ parte de una actividad que carece de la nota

de anti juricidad, como es un registro 1]evado a cabo con

arreglo a las prescripciones legales, y asf mismo se desvanece

Lodo atisbo de cat,egorla culpabil ista, tanto a tf tulo de dolo

como de culpa, pues l-a idea última o int,encionalidad subyacent,e

va dir igida aI descubrimiento de un posible deli to contra la

salud públ ica.  E l lo  no obsta para gü€r  s i  en 1a práct ica de la

di l igencia de entrada y registro se han producido daños o

desperfectos evaluables económicamente, pueda exigirse la

responsabil idad correspondiente en base a una culpa

est,r ictamente civiL ! '  .

3. Señala el actor en su demanda 9ü€r tras

personarse en las di l igencias, sol icitó como pruebas, además de

las admitidas, la decl-aración, previa su j-dentif icación, de los

funcionarios de la Guardia Civi l  que part, iciparon en eL

registro y Ia det funcionario habil i t .ado como Secretario que

extendió el informe sobre la di l igencia, la cual, af irmar tro se

correspondfa con Ia realidad de 1o realmente acontecido en

ella. Sobre est,as di l igencias, el Juzgado demoró su

pronunciamiento en función de 1o que resultara de 1as

adnit, idas. Sin embargo, sin resolver sobre el1o, acordó

direct,ament,e eI sobreseimiento impidiéndoIe, de esta manera,
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conocer y probar las circunstancias reales de los hechos y de

las personac¡ que en el los intervinieron.

A etu juicio, Ia act,uación de los miembros de la

Guardia Civi l  en el registro fue absolut,amente infundada'

desproporcionada y dañosar yd que no se adopt,aron las mfnimas

precaucioneÉ necesarias para evitar el- daño en el pescado

manipulado.

Al no haberse pronunciado el Juez Instructor sobre

1a práctica de las pruebas propuegtas y que no fueron admitidas

inicialmente, Di habérsele dado conocimiento de1 resultado

arrojado por aquellas que fueron adrnit idas, (a 1o que se Ie

contestó con un Auto impreso que acordaba el sobreseimiento fi-

bre y archivo de las di l igencias previas), considera que se han

vulnerado sus derechos constitucionales a Ia tutela judicial

efect, iva sin indefensión y a uti l izat los medios de prueba per-

t, inentes para su defensa.

Termina pidiendo que se decl-are Ia nulidad de las

resoluciones judiciales impugnadas y 1a reposición de las di l i=

gencias previas aL momento anterior al Auto que resolvió eI ao-

breseimiento y archivo de las mismas, para que el Juzgado se

pronuncie fundadamente sobre Ia procedencia y aúnisión de las

dil igencias de prueba pedidas

4. Por providencia de I de junio de Lggz, Ia Sec-

ción Tercera de la SaIa Segunda de este Tribunal acordó, de

conformidad con 1o d ispuesto en e l  ar t .  50.3 LOTC, conceder  a l

demandante de amparo y al Ministerio Fj-ecal el plazo común de

diez dfas para que formulen, con las aportacionea documentales

que procedan, las alegaciones que estimen pert inent,es en rela-

ción con la carencia manif iesta de contenido constitucionaL de

Ia  demanda  [a r t .  50 .1  c )  LOTC]

5.  E l  22 de jun io de L992r  tuvo entrada en e l  Re-

gistro General de este Tribunal e} escrito de alegaciones del
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Fiscal. Por medio de é1, €1 Ministerio Público entiende que en

est,e caso concurre no sóI<¡ la citada cauaa de inadmisión

p rev ie ta  en  e l  a r t . 50 .L  c )  de  l a  LOTC '  s ino  tamb ién  l a  de l

apartado d) de dicho artfculo (haber resuelto ya en el fondo

este Tr ibunal  un asunto sustancia lmente igual ) .

En apoyo de esta pretensión, cita las providencias

de est,e Tribunal de 16 de diciembre de 199L recafda en eI

recurso de amparo g73lLggL y de 18 de jun io de 1990 en e l

recurso 844/L990,  1a pr imera de 1as cuaLes se remi te,  a  su vez,

al ATC 8L9/L985. De su texto se deriva que cuando e1 Juez de-

cide, a Ia vista de 1as pruebas practicadas, el sobreseimiento

por inexistencia de deli tor tro es preciso un rechazo expreso

sobre otras pruebas solicitadas, pues tal acuerdo equivale a Ia

declaración de inadmisión de aquellas que no son necesarias ni

r l t i les; sin que pueda alegarse indefensión ya que contra dicha

resolución cabe int,erponer recurso de reforma y subsidiario de

apelac ión.

Como acertadamente razona Ia Audiencia Provincial,

la comj-sión de un deli to exige una acti tud anti jurfdica y una

culpabil idad especlf ica, que no se aprecia en el caso de autos.

No Lodo i l fcito es necesariamente penal, oi todo daño causado

por la Aüninietración o sus agentes exige una previa

declaración de i l ici t ,ud para su resarcimiento.

En consecuencia, int,eresa que se dicte Auto de

inadnisión por carecer manifiestamente la demanda de contenido

que just,if ique una resolución de este Tribunal en forma de

Sentencia.

6. El demandante, por su parte, presentó sus

alegacionee 24 de junio de lgg2 y en eIlas, además de ratif icar

su escrito de demanda y aportar testimonio de las dil igencias

previas que dieron lugar a las resoJucionea impugnadas, afirma

que ha cumplido todos y cada uno de Los requisitos exigidos por

la norma y Ia doctrina del- Tribunal Constitucional para obt,ener
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un pronunciamiento sobre el fondo de la cuest,ión planteada.

El Juzgado o TribunaL debe, ante todo y sobre todo,

pronuncj-arse sobre la admisión o denegación de las pruebas gue

Ie aon propuestas, pero lo que en absoluto puede hacer es dar

la callada por respuesta, mant,eniendo su postura de no decidir

sobre las que 1o fueron en tiempo y forma. Este modo de pro-

ceder quebranta l-os derechos fundamentales denunciados, cuando,

a mayor abundamiento, el propio órgano judicial aplazó su deci-

sión hasta un momento determinado, l legado el cual decreta eL

sobreseimiento fibre y archivo si-n pronunciarse sobre eIlo.

Por 1o expuesto, solicita que se dicte Sent'encia de

conformidad con 1o suplicado en el pglitun de su demanda.

I I .  FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El recurrente imputa a los órganos judiciales

1a conculcación de 1os derechos fundamentales a obtener la

t ,u te la  jud ic ia l  e f  ect iva s in  indef  ens ión (  ar t  .  24 .L  C.  E .  )  y  a

uti l izar los medios de prueba pert inentes para su defensa (art.

24 .2  C .E . ) .  Ta les  vu lne rac iones  l as  achaca  a  l a  f aL ta  de

respuesta judicial a un conjunto de pruebas propuestas en su

escrito de denuncia, de 1as que sólo algunas de el las fueron

decLaradas admisibles y practicadas mientras que Ia admisión de

Ias demás fue demorada, en 1a provJ.dencia de 30 de septiembre

de 199L,  hasta que no constase en La causa e l  resul t 'ado de las

denás adnit j-das, "acordándose en ese momento acerca de su

procedencia". DeI mismo modo, considera que la resolución de

sobreseimiento l ibre, mediante un Auto impreso y sin habérsele

dado traslado del resultado arrojado por las di l igencias prac-

t, icadas ni pronunciarse sobre las restantes, le ha causado in-

defensión.

Por eI contrario, a Ia vist,a de estas pretensionea
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y de las alegaciones formuladas por las partes, este Tribunal

lIega a la conclusión de que la demanda carece de contenido

constit,ucional y de guer por tanto, como advertfamos en nuestra

providencia de I de junio de Lgg2, concurre eI supuesto de

inadmisión previsto en eI  ar t .  50.1 c)  LOTC.

2. Una jurisprudencia consolidada de este TribunaL

rei tera que el  derecho fundamental  del  ar t ' .  24.2 C.E. no

facult,a para exigir la admisión judicial de cualesquiera

pruebas que puedan las partes proponer, sino que atribuye sólo

e} derecho a Ia recepción y práctica de las que sean

pertinent,es para la defensa. La apreciación sobre la

pertinencia de esas pruebas corresponde a los Tribunales

ordinarios, por lo que sóIo podrfa tener relevancia

const,it,ucional r por provocar indef ensión, la denegación de

pruebas que siendo solicitadas en el momento y forma oportunas

no resuLtase razonabl-e y privase aI solicitant,e de un medio de

defensa necesario para probar hechos decisivos para su

pre tens ión  (ssTc  40 /L986 ,  L49 /L987 ,  33 /L989 ,  2LL /L99L  y  AATC

288/L984,  442/L985 y  39 /L989,  en t re  o t ras  numerosas  reso-

luciones )  .

Part,iendo de estas premisasr nos corresponde ahora

averiguar si ]a falta de pronunciamientor gu€ inplfcit,amente

conlleva una denegación, acerca de alguna de las dil igencias de

prueba propuestas por el demandant,e ha sido rechazada de manera

razonabLe y }e ha privado de un medio de defensa imprescindible

para probar los hechos que pretendla.

En orden a conseguir esta finalidad, hay que partir

de que el delito que imputaba eI actor en su denuncia era un

delito de daños causado por agentes de la Guardia Civil en una

dil igencia de registror por Ia indebida manipulación de unag

cajas de pescado introducidas en un camión frigorff ico. A fin

de averiguar e1 delito, y antes de pronunciarse sobre 1as prue-

bas propuest,as, €l Juez contaba con un informe de 1a inspección

sanitaria sobre el estado en que se encontraba eI pescado doce
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horas después deL registro y con un informe emitido por el

oficial del Juzgado, habil i tado en funciones de Secret,ario, que

asis t ió  con los Agentes pol ic ia les a la  práct ica de la

di l igencia, de los que deducfa, pl i$a--facie.r gu€' aunque habfan

sido desechadas det,erminadas cajas de pescado, las restantes

eran aptas para el consumo inmediato y que la Guardia Civil

practicó Ia di l igencia provista de monos blancos nuevos,

guantes asépticos y calzado apropiado, sin que l legaran a

abrirse las cajas existentes en el camión, €1 cual permaneció

abierto durante hora y media. Entre 1as pruebas propuestas por

el denunciante, acept,adas por eI Juzgador s€ encontraba La

unión de las di l igencias judiciales incoadas con motivo deL

registro, de las que se deducfan que el mismo tenla por objeto

la brlsqueda de una part ida de drogas, sospechosa de encontrarse

en el interior de1 camión, y gue los agentes actuaron provistoe

de la  correspondiente autor izac ión jud ic ia l .

A Ia vista del resultado arrojado por estas prue-

bas, el Juez considera que los hechos denunciados no son cons-

t i tut ivos de deli to y resuelve sobreseer l ibrement,e las actua-

ciones, sin pronunciarse respecto de las demás pruebas propues-

tas, por cuanto, según razonó en eI Auto resolutorio del recur-

so de reforma, de las di l igencias que ae habfan practicado

"quedó patente para este instructor la inexist,encia de deli to".

Abundando en esta apreciación, Ia Audj.encia Provincial añade

que los hechos denunciados carecen de los requisitos de

anti juricidad y culpabil idad que permitan incluir los en el

del- i to de daños, tanto a t, í tulo de dolo como de culpa, y remite

al denunciante a la vfa civi l  para obt,ener el resarcimiento de

Ios per ju ic ios

No cabe en este punto sino confirmar la razonabil i-

dad y fundament,ación de esta resolución, que da respuesta a la

cuest, ión suscitada por el- actor, y considerar que las pruebas

denegadas (fundamenLalmente Ias declaraciones de unos veinte

agent,es que part iciparon en eL regj-stro y deI funcionario judi-

cial que extendió la cert i f icación obrant,e en autos) nada nuevo
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podrfan aportar a estas apreciaciones sinor Por eI contrario,

prolongar innecesariamente la invest, igación.

3. Tampoco desde eL punto de vista de1 derecho a

la tutela judicial efectiva puede prosperar la demanda. Ya

hemos recogido que 1a respuesLa dada por los órganos judiciales

a Ia pretensión deL actor es fundada y razonada, pero t 'anbién

es cierto que l-a denegación de pruebas puede ser protegida

constit ,ucionalmente a1 amparo de1 art. 24.1 de Ia Constit ,ución'

aunque en tal caso su examen ha de realizarse desde Ia sola

perspect iva de la  indefensión,  y ,  por  e l lo ,  desde una v ie ión

global de las posibi l idades que la parte ha tenido de ejercer

au derecho de defensa. No obstant,e, como afirmamos en la STC

89/L986, Ia denegación de pruebas que e1 Juzgador est, ime inúti-

Ies no supone necesariamenLe indefensión, pueeto que esta fa-

cultad denegat,oria viene impuest,a por evidentes razones práct,i-

cas como la  de ev i tar  d i lac iones in just i f icadas en eI  proceso.

De esta forma el órgano judicial, cuando ee considere suficien-

tement,e informado con las pruebas practj-cadas para formar jui-

cio completo sobre . l-os hechos, ha de proceder a la conclusión

de l-a inst,rucción, sin que quepa admitir un alargamiento art i-

f icia] de la misma, por Ia sucesiva petición adicional de prue-

bas por 1a parte acusadora.

Por  estos mot ivosr  €n e l  ATC S19lL9S5 señalábamos

"que si aceptando eL rel-ato de hechos de Ia querel la o e]

result,ado de 1as pruebas esenciaJes practicadas, se decide por

eI Juez eI sobreseimiento y conclusión por inexistencia de

deli tor r lo es preciso un rechazo expreso sobre otras pruebae

soliciLadas, pues tal acuerdo se equipara a la inadmisión de

las just, i f  icaciones que no son necesarias o t1t i les, al no

inf lu i r  en la  dec is ión adoptada" .

No es otro el sentido que ha de darse aI Auto de

sobreseimient,o l ibre adoptado en este caso Y, por estas razo-

nes, a 1a j-nnecesariedad de que el instructor se pronunciara

expresamente, antes del sobreseimiento, sobre l-a impertinencia
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inicialmenter ro fueron objeto

de inadmisión, pues la propia

no eran const,itutivos de delito

1as mismas.

Además, el actor voLvió a suscitar eI tema de Ia

inadmisión de las pruebas en el recurso de reforma contra el

Auto de sobreseimienLo t y ¡ más tarder €o el de apelación ante

La Audiencia, obteniendo, en ambos casos, cumplida respuesta a

sus pretensiones. Es decir, ha tenido oportunidad de alegar,

recurrir y ser oldo sobre este extremo. Ha act,uado sin l imita-

ciones ni cortapisas su derecho de defensa, y los órganos judi-

ciales han resuelto de manera fundada y razonada eI fondo de

6u6 planteamientos. Por estos motivos, t l i  se le ha producido

indefensión ni se ha afectado la tutela judicial de sus dere-

chos .

En virt,ud de 1o expuesto, la Sección acuerda la in-

admisión deL recurso de amparo y e1 archivo de las act,uaciones.

Madrid, catorce de septj-embre de mil novecientos

noventa y dos.
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